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NOTAS DE JURISPRUDENCIA

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL*1

SUMARIO GENERAL. I. Constitución. A. Fuerza normativa. B. Inter-
pretación. II. Derechos y libertades. A. Derechos fundamentales y libertades 
públicas. B. Derechos y deberes de los ciudadanos. C. Principios rectores de 
la política social y económica. D. Garantía y suspensión de estos derechos. 
III. Principios jurídicos básicos. IV. Instituciones del Estado. A. La Corona. 
B. Las Cortes Generales. C. El Tribunal Constitucional. D. La Administra-
ción Pública. E. El Poder Judicial. V. Fuentes. VI. Organización territorial 
del Estado. A. Comunidades Autónomas. A.1. Autonomía. B.2. Competen-
cias. B. Corporaciones Locales. A.1. Autonomía. B.2. Competencias. VII. 
Economía y Hacienda. A. Principios generales. B. Presupuestos. C. Organi-
zación territorial. D. Tribunal de Cuentas. VI. Organización territorial del 
Estado. A. Comunidades Autónomas. B.2. Competencias.

Sentencia 120/2018, de (BOE de 6 de diciembre). Ponente: 
Antonio Narváez Rodríguez (Cuestión de inconstitucionalidad).

Preceptos constitucionales:  133.2, 156.1 y 157.3

otros: 

Objeto: Cuestión de inconstitucionalidad 6412-2015. Planteada por la Sala de 
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura 
en relación con diversos preceptos del texto refundido de las disposiciones legales de 
la Comunidad Autónoma de Extremadura en materia de tributos propios aprobado 
por el Decreto Legislativo 2/2006, de 12 de diciembre.

Antecedentes Jurisprudenciales citados (SSTC): 19/1987; 37/1987; 
150/1990; 186/1993; 45/1995; 289/2000, FJ 5; 168/2004; 168/2004, FJ 8; 179/2006; 
7/2010, FJ 4; 204/2011, FJ 11; 122/2012; 196/2012; 210/2012 FFJJ 3.a); 4, 6, 19; 
60/2013; 53/2014 FFJJ 1.a); 3.a); 6.c); 53//2014, FJ 4; 22/2015; 25/2016; 25/2074; 
94/2017, FJ 8. 

Materias: Impuestos propios de las Comunidades Autónomas: impuesto sobre  
instalaciones que incidan en el medio ambiente de Extremadura.

* Subsección preparada por FRANCISCO ESCRIBANO LÓPEZ, Catedrático de Derecho 
Financiero. Universidad de Sevilla.
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Se plantea cuestión de constitucionalidad por la Sala de lo Contencioso-

Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura en relación 

con el impuesto sobre instalaciones que incidan en el medio ambiente, regulado 

en el texto refundido de las disposiciones legales de la Comunidad Autónoma 

de Extremadura en materia de tributos propios, aprobado por el Decreto 

Legislativo 2/2006, de 12 de diciembre. En particular, el órgano promotor de 

la cuestión considera que los artículos 13 a) (hecho imponible), 17 (base 

imponible para la actividad de producción de energía eléctrica) y 19.2 (cuota 

tributaria para la actividad de producción de energía eléctrica) del citado texto 

refundido podrían vulnerar los artículos 133.2, 156.1 y 157.3 de la Constitución, 

en relación con el artículo 6.3 de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, 

de financiación de las Comunidades Autónomas (LOFCA). El órgano judicial 

promotor de la cuestión considera que dichos preceptos, que regulan los 

elementos esenciales del impuesto sobre instalaciones que incidan en el medio 

ambiente, podrían vulnerar los artículos 133.2, 156.1 y 157.3 de la Constitución 

(CE), en relación con el artículo 6.3 de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de 

septiembre, de financiación de las Comunidades Autónomas (LOFCA), en la 

medida en que el impuesto puede ser coincidente con el impuesto de actividades 

económicas (IAE), regulado en los artículos 78 a 91 del texto refundido de la 

Ley reguladora de las haciendas locales, aprobado por el Real Decreto 

Legislativo 2/2004, de 5 de marzo. La Fiscal General del Estado y la entidad 

mercantil Iberdrola Generación Nuclear, S.A.U., coinciden en que tiene lugar 

la duplicidad prohibida por el artículo 6.3 LOFCA, en la redacción dada por 

la Ley Orgánica 3/2009, de 18 de diciembre, lo que niegan tanto la Junta como 

la Asamblea de Extremadura. Considerará el TC que ha de tenerse en cuenta 

que tras la aprobación del Decreto Legislativo 2/2006, la normativa del 

impuesto sobre instalaciones que incidan en el medio ambiente ha sido 

modificada por la Ley 19/2010, de 28 diciembre, de medidas tributarias y 

administrativas de la Comunidad Autónoma de Extremadura (art. 41), por 

la Ley 2/2012, de 28 junio, de medidas urgentes en materia tributaria, 

financiera y de juego de la Comunidad Autónoma de Extremadura (art. 

19.1) y por la Ley 8/2016, de 12 de diciembre, de medidas tributarias, 

patrimoniales, financieras y administrativas de la Comunidad Autónoma de 

Extremadura (art. 5); la citada Ley 19/2010 excluyó del impuesto la 

generación mediante plantas que utilicen la biomasa o el biogás (art. 14 del 

texto refundido); en consecuencia tanto la Ley 19/2010 como la Ley 2/2012 

incrementaron la cuota tributaria, al tiempo que se incentivaba la producción 

hidroeléctrica de pequeño tamaño, asignándole una cuota menor que al 

resto (art. 19 del texto refundido); por su parte, la Ley 8/2016 modificó el 

artículo 20 del texto refundido, referido a la modalidad de transporte de 
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energía y redes de telefonía, distinta de la que es objeto de la presente 
cuestión; recordará el TC su doctrina en relación con la resolución de estas 
cuestiones: hay que atender a la redacción de la norma impugnada aplicable 
al proceso en el que surgió la duda de constitucionalidad, y de cuya validez 
dependerá la decisión a adoptar en el mismo (por todas, STC 25/2016, de 15 
de febrero, FJ 1); los preceptos aplicados a la autoliquidación que dio lugar al 
proceso a quo fueron los impugnados artículos 13 a), 17 y 19.2, en la redacción 
dada por la Ley 2/2012, que entró en vigor el mismo día de su publicación 
en el «Diario Oficial de Extremadura» (disposición final séptima), esto es, el 
día 29 de junio de 2012, y, por tanto, antes del devengo del tributo (que se 
produce el 30 de junio de cada año, según el artículo 21 del texto refundido). 
Por tanto, a dicha redacción debe contraerse el objeto del presente proceso 
constitucional; en aplicación de este planteamiento el TC recordará cómo el 
impuesto sobre instalaciones que incidan en el medio ambiente se creó por la 
Ley de la Asamblea de Extremadura 7/1997, de 29 de mayo, de medidas 
fiscales sobre la producción y transporte de energía que incidan sobre el 
medio ambiente; esta ley fue objeto de un recurso de inconstitucionalidad 
del Presidente del Gobierno (núm. 3892-1997), por su posible contradicción 
con el artículo 6.3 LOFCA (en su redacción previa a la Ley Orgánica 3/2009, 
de 18 de diciembre), si bien dicho proceso constitucional quedó extinguido 
en virtud de ATC 375/2005, de 25 de octubre, previo desistimiento del 
Abogado del Estado, como consecuencia del acuerdo de la comisión bilateral 
de cooperación Administración General del Estado-Comunidad Autónoma 
de Extremadura de 13 de abril de 2005; el compromiso adquirido en el 
anterior acuerdo se concretó en la Ley 8/2005, de 27 de diciembre, de 
reforma en materia de tributos propios de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura, que introdujo ciertas modificaciones en el impuesto 
controvertido; no obstante, con anterioridad a la Ley 8/2005, el Tribunal 
Superior de Justicia de Extremadura había planteado una cuestión de 
inconstitucionalidad (núm. 1219-2005) respecto de la redacción original de 
la Ley 7/1997, que fue resuelta por la STC 179/2006, que declaró la 
inconstitucionalidad del impuesto sobre instalaciones que incidan en el 
medio ambiente por violación del artículo 6.3 LOFCA, en la versión anterior 
a la modificación operada por la Ley Orgánica 3/2009, de 18 de diciembre, 
por coincidencia de la materia imponible de aquel con la del impuesto sobre 
bienes inmuebles (IBI); a su vez, ya sobre la aprobación dada por la 
Ley 8/2005, pero antes de su incorporación al texto refundido operado por 
el Decreto Legislativo 2/2006, de 12 de diciembre, la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Supremo promovió otra cuestión de 
inconstitucionalidad (núm. 4538-2013), esta vez ya sobre la versión de la 
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Ley 8/2005, por su posible contradicción con el artículo 6.3 LOFCA, 

igualmente en su anterior redacción a la modificación introducida por la 

Ley Orgánica 3/2009; dicha cuestión fue estimada por la STC 22/2015, 

de 16 de febrero, que declaró la inconstitucionalidad del impuesto sobre 

instalaciones que incidan en el medio ambiente, si bien en este caso por 

entender que la materia imponible de este coincidía con la del IAE; en 

consecuencia la presente cuestión de inconstitucionalidad es la primera 

ocasión que permite el enjuiciamiento constitucional del impuesto extremeño 

controvertido, aunque en este caso debe hacerse a partir de la nueva 

redacción del artículo 6.3 LOFCA, luego de su modificación operada por la 

Ley Orgánica 3/2009, de 18 de diciembre, que entró en vigor a partir del 

día 1 de enero de 2009 (disposición final única de dicha ley), por lo que debe 

ser tomada en consideración para la resolución de este proceso. Planteada 

así la cuestión, iniciará su discurso el TC recordando su doctrina acerca de 

los límites del poder tributario de las Comunidades Autónomas así como la 

específica relativa al artículo 6.3 LOFCA, en la nueva redacción introducida 

por la Ley Orgánica 3/2009, que cabe sintetizar en los términos siguientes: 

el canon de constitucionalidad aplicable a las normas tributarias de las 

Comunidades Autónomas, parte del texto constitucional (arts. 133.2, 156.1 

y 157.3 CE), junto al contenido de referencia de sus respectivos Estatutos de 

Autonomía [para el caso de autos, los arts. 80 y 81 de la Ley Orgánica 1/2011, 

de 28 de enero, de reforma del Estatuto de Autonomía de Extremadura 

(EAE)] y de las leyes estatales que, dentro del marco constitucional, se 

hubieran dictado para delimitar las competencias entre el Estado y las 

Comunidades Autónomas (por todas, STC 7/2010, FJ 4); entre esas leyes 

delimitadoras de las competencias destaca la LOFCA [entre otras, 

STC 53/2014, FJ 1 a)]; recordará el TC la finalidad del art. 6.3 LOFCA 

manifestada en la Exposición de Motivos de la citada LO3/2009: «La presente 

Ley pretende clarificar también los límites para la creación de tributos propios por las 

Comunidades Autónomas. Para ello y con el fin de reducir la conflictividad, se modifica 

el artículo sexto de la LOFCA para que las reglas de incompatibilidad se refieran al 

�hecho imponible� y no a la �materia imponible�, con lo que habría un espacio fiscal 

autonómico más claro en relación con los tributos locales, con una delimitación similar a 

la que existe en relación con los tributos estatales»; ya el TC había declarado con 

anterioridad en la STC 122/2012 que la mencionada reforma operada por 

la Ley Orgánica 3/2009 «ha pretendido �clarificar también los límites para la 

creación de tributos propios por las Comunidades Autónomas� y �[p]ara ello y con el fin 

de reducir la conflictividad, se modifica el artículo sexto de la LOFCA para que las reglas 

de incompatibilidad se refieran al �hecho imponible� y no a la �materia imponible�, con 

lo que habría un espacio fiscal autonómico más claro en relación con los tributos locales, 
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con una delimitación similar a la que existe en relación con los tributos estatales�� este 

precepto fue aprobado sin debate ni enmiendas, dado que el proyecto de la Ley Orgánica 

respetó los términos en los que se había pronunciado el Consejo de Política Fiscal y 

Financiera, en cuyo seno se adoptó el punto 4.4.9. del acuerdo 6/2009, de 15 de julio, 

para la reforma del sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen 

común y ciudades con estatuto de autonomía, cuyo contenido fue el siguiente: �Aunque los 

tributos propios no forman parte del Sistema de Financiación, para mayor seguridad 

jurídica sobre las reglas de incompatibilidad con los tributos del Estado y de las entidades 

locales, se propone revisar los límites actualmente existentes en la LOFCA para la creación 

de los tributos propios por las Comunidades Autónomas lo que también podría ampliar el 

espacio fiscal de las Comunidades Autónomas�. �Para ello y para evitar los habituales 

conflictos constitucionales actuales, se acuerda revisar el artículo 6.3 LOFCA para que 

las reglas de incompatibilidad se refieran al �hecho imponible� y no a la �materia 

imponible�, con lo que habría un espacio fiscal autonómico más claro en relación con los 

tributos locales, con una delimitación similar a la que existe en relación con los tributos 

estatales�. �En cualquier caso, es necesario mantener algún parámetro de coordinación 

general, como limitar los tributos que afecten a la unidad de mercado�» (FJ 3); a la luz 

de estos antecedentes, considera el TYC que la finalidad de la modificación 

del artículo 6.3 LOFCA es la de ampliar el espacio fiscal de las Comunidades 

Autónomas respecto de los tributos locales, sustituyendo el límite basado en 

la materia imponible por el referido al hecho imponible, a semejanza de lo que 

venía haciendo, sin cambios normativos y desde su redacción original, el 

artículo 6.2 LOFCA, en relación con los tributos estatales; esta modificación 

de los límites a la creación de tributos propios, continúa diciendo el TC debe 

interpretarse a la luz de la reiterada doctrina constitucional, que arranca de 

la STC 37/1987 en la que ya se indicó que debía descartarse «una identificación 

entre los conceptos de �materia imponible� y �hecho imponible� que conduce a una 

interpretación extensiva del artículo 6.2 de la LOFCA, notoriamente alejada del verdadero 

alcance de la prohibición que en dicha norma se contiene� por materia imponible u objeto 

del tributo debe entenderse toda fuente de riqueza, renta o cualquier otro elemento de la 

actividad económica que el legislador decida someter a imposición, realidad que pertenece 

al plano de lo fáctico», en tanto que «el hecho imponible es un concepto estrictamente 

jurídico que, en atención a determinadas circunstancias, la Ley fija en cada caso �para 

configurar cada tributo y cuya realización origina el nacimiento de la obligación 

tributaria�, según reza el artículo 28 de la Ley General Tributaria [hoy artículo 20]. De 

ahí que, en relación con una misma materia impositiva, el legislador pueda seleccionar 

distintas circunstancias que den lugar a otros tantos hechos imponibles, determinantes a 

su vez de figuras tributarias diferentes» (FJ 14); doctrina reiterada, entre otras, 

SSTC 186/1993, FJ 4; 49/1995, FJ 4; 210/2012, FJ 4, y 74/2016, , FJ 2); al 

tiempo que recordará el TC que en su primera interpretación del nuevo 
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texto del art. 6.3 LOFCA, STC 122/2012 mediante; pudo constatar que 

dicho precepto contiene ahora un límite similar al previsto por el precedente 

apartado segundo de este artículo 6 LOFCA, que lo tenía desde su redacción 

original, por lo que la doctrina constitucional acerca de dicho apartado 

debía extenderse, a las controversias que hubieran de dirimirse en relación 

con los tributos locales; procediendo así en la citada STC 122/2012; 96/2013; 

53/2014, así como en los AATC 183/2016 y 185/2016: en todos estos 

supuestos, las precitadas resoluciones de este Tribunal han declarado la 

constitucionalidad de los tributos autonómicos impugnados, porque en 

ningún caso apreciaron la duplicidad de hechos imponibles de aquellos con 

el IBI o con el IAE; en esa línea afirmará el TC: el propósito de los límites 

del artículo 6 LOFCA no es evitar cualquier supuesto de doble imposición, 

algo que resulta imposible en los sistemas tributarios modernos, integrados 

por una pluralidad de figuras que necesariamente coinciden o se solapan, al 

menos parcialmente, al recaer sobre distintas modalidades de renta, 

patrimonio o consumo se trata, en cambio, de garantizar que el ejercicio del 

poder tributario por los distintos niveles territoriales sea compatible con la 

existencia de un sistema en los términos exigidos por el artículo 31.1 CE 

[SSTC 19/1987, FJ 4; y 19/2012, FJ 3 b)]; objetivo que debe cohonestarse 

con el reconocimiento constitucional a las Comunidades Autónomas de la 

potestad de establecer tributos [arts. 133.2 y 157.1 b) CE], y que la Comunidad 

Autónoma de Extremadura tiene asumida en los artículos 80 y 81 del 

Estatuto de Autonomía de Extremadura (EAE), de forma que «ninguno de los 

límites constitucionales que condicionan dicho poder tributario puede ser interpretado de 

tal manera que haga inviable el ejercicio de aquella potestad tributaria» [entre otras, 

SSTC 150/1990, FJ 3; 289/2000, FJ 3, y 210/2012, FJ 4]; sin olvidar, 

sostiene el TC que la potestad tributaria reconocida a las Comunidades 

Autónomas entronca con la autonomía financiera que proclama el 

artículo 156.1 CE y con la corresponsabilidad fiscal que deriva de ella, en 

concreto, con la capacidad para generar un sistema propio de recursos (por 

todas, la STC 204/2011, FJ 8); lo que también ha puesto este Tribunal en 

relación con «las exigencias derivadas de la estabilidad presupuestaria» 

[STC 53/2014, FJ 3 a)]; con estos antecedentes doctrinales, concluirá el TC: 

para apreciar la coincidencia entre hechos imponibles, que es lo vedado por 

el artículo 6 LOFCA, en sus apartados segundo y tercero, este último 

después de su modificación por la Ley Orgánica 3/2009, se hace preciso 

atender a los elementos esenciales de los tributos que se confrontan, al objeto 

de determinar la manera en que la correspondiente fuente de capacidad 

económica sea sometida a gravamen en la estructura del tributo: se habrá, 

pues, de analizar, además del hecho imponible en sentido estricto, otros 
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aspectos como los supuestos de no sujeción y exención, el sujeto pasivo y los 

elementos de cuantificación (STC 74/2016, , FJ 4, y ATC 183/2016, FJ 4); 

sin olvido, en la comparación, de la posible concurrencia de fines extrafiscales 

en el conjunto del tributo o en alguno de sus elementos (STC 210/2012, 

FJ 4); en materia medioambiental ya ha reconocido este Tribunal que los 

tributos pueden ser expresión del principio quien contamina, paga (por todas, 

STC 289/2000, FJ 5); así cómo ya  ha puntualizado que la finalidad 

extrafiscal no es incompatible con un propósito recaudatorio, aunque sea 

secundario, lo que es consustancial al propio concepto de tributo; recordando 

que en los sistemas tributarios modernos, en los que coexisten diversas 

figuras tributarias, es frecuente que, además de la recaudatoria, se persigan 

otras finalidades [STC 19/2012, FJ 3 a)] de lo que se deduce que la naturaleza 

extrafiscal o recaudatoria de un tributo es una cuestión de grado, por lo que 

difícilmente existirán casos puros [STC 53/2014, FJ 6 c)]. Sobre estas bases 

argumentales afrontará el TC la cuestión entrando en la comparativa entre 

el objeto de su decisión, el Impuesto Autonómico extremeño y el Impuesto 

local sobre actividades económicas, en su FJ 4. El TC comienza descartando 

que la duda planteada por el órgano judicial pueda resolverse, como postula 

la entidad Iberdrola Generación Nuclear, S.A.U., con base en las 

SSTC 179/2006 y 22/2015, que enjuiciaron el impuesto extremeño aquí 

controvertido, ni tampoco con las SSTC 196/2012, y 60/2013 referidas a 

una figura análoga de la Comunidad de Castilla-La Mancha (a las que se 

remite la STC 22/2015 para declarar inconstitucional el impuesto sobre 

instalaciones que incidan en el medio ambiente). Y ello porque el análisis en 

todas ellas se hacía con base en la redacción del artículo 6.3 LOFCA anterior 

a la Ley Orgánica 3/2009, es decir, con un parámetro diferente que el 

aplicable a este proceso; tal circunstancia determina que el TC decida 

que haya de proceder al enjuiciamiento constitucional de los preceptos 

cuestionados del impuesto extremeño debiéndolo hacer conforme al nuevo 

texto del tantas veces citado artículo 6.3 LOFCA; con el canon vigente se 

deben comparar los hechos imponibles del impuesto sobre instalaciones que 

incidan en el medio ambiente y del IAE, en conexión con el resto de sus 

elementos configuradores; solo una vez identificados los puntos comunes y 

los criterios distintivos, cabrá valorar si los impuestos contrastados son 

idénticos (STC 122/2012, FJ 7), coincidentes (STC 210/2012, FJ 6) o equivalentes

(STC 53/2014, FJ 3); para llegar a alguna conclusión sobre la problemática 

expuesta, resulta necesario poner en relación los elementos característicos de 

los dos tributos: (a) Comenzando por el impuesto sobre instalaciones que 

incidan en el medio ambiente, su hecho imponible, en la modalidad 

cuestionada, es «la realización por el sujeto pasivo� de las actividades de producción, 
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almacenaje o transformación de energía eléctrica» [art. 13 a) del texto refundido 

aprobado por Decreto Legislativo 2/2006]; a tenor del artículo 12.1 de dicho 

texto legal, la realización de dicha actividad se grava por la incidencia, 

alteración o riesgo de deterioro que produce sobre el medio ambiente de la CAE, 

para su correcta comprensión, debe tenerse en cuenta que el art. 14 del 

citado TR, dispone que No estarán sujetas al Impuesto las actividades que se realicen 

mediante instalaciones y estructuras que se destinen a la producción y almacenaje de los 

productos a que se refiere el artículo 13 para el autoconsumo, ni la producción de energía 

eléctrica en instalaciones que utilicen como energía primaria la energía solar o la eólica y 

en centrales que utilicen como combustible principal la biomasa o el biogás, salvo que éstas 

alteren de modo grave y evidente el medio ambiente; considera el TC que otro 

elemento característico de cualquier tributo es el sujeto pasivo sobre el que 

aquel recaiga como lo dispone, con cita expresa del concepto general que 

recoge el artículo 35.4 LGT el artículo 16.1 de la norma extremeña, al 

referirse a la persona física o jurídica o entidad que desarrolle la actividad de 

producción de electricidad; esta norma prohíbe expresamente la repercusión 

del impuesto sobre instalaciones que incidan en el medio ambiente sobre los 

consumidores, sin que esta prohibición pueda ser alterada mediante pactos o 

acuerdos en contrario entre las partes (art. 16.2); por otra parte, en cuanto a 

los elementos de cuantificación, la base imponible del impuesto sobre 

instalaciones que incidan en el medio ambiente para la producción de 

energía eléctrica estará constituida por la producción bruta media de los tres últimos 

ejercicios expresada en Kw/h (art. 17 TRo), mientras que la cuota tributaria es el 

resultado de multiplicar la base imponible por un tipo de gravamen general 

de 0,0050 �, con un tipo reducido de 0,0010 � para la energía eléctrica 

producida en centrales hidroeléctricas cuya potencia instalada no supere 

los 10 Mw (art. 19, según redacción dada por la Ley de la Asamblea de 

Extremadura 2/2012, de 28 de junio); considera el TC importante  subrayar 

que, conforme a lo que establece el artículo 12.3 TR, la recaudación obtenida 

por el impuesto controvertido sobre instalaciones que incidan en el medio 

ambiente está afectado a fines medioambientales en los siguientes términos: 

Los ingresos que se recauden por este impuesto financiarán medidas y programas de 

carácter medioambiental, y entre ellos: � Programas de Fomento de las Energías 

Renovables, Tecnologías Limpias y Ahorradoras de Energía.

� Descontaminación y mejoras medioambientales en el sector energético.

� Programas de utilización racional de la energía que fomenten el ahorro de las mismas.

� Programas que estimulen la reducción, reutilización y reciclaje de residuos.
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� Programas de apoyo al Transporte Público. En relación con sus elementos 

temporales, considerará el ´TC que es preciso señalar que el impuesto sobre 

instalaciones que incidan en el medio ambiente tiene carácter anual y se 

devenga el 30 de junio de cada año, salvo que se produzca el cese de la 

actividad, en cuyo caso el devengo tendrá lugar el día del cese (art. 21 TR). 

Por lo que se refiere al IAE, al compararlo a efectos del artículo 6 LOFCA, 

con otro tributo de procedencia autonómica (entre otras, en las ya citadas 

SSTC 168/2004, FJ 8; 122/2012, FJ 6; 210/2012, FJ 6, y 53/2014, FJ 4, y el 

ATC 183/2016, FJ 5), considera preciso atender a su particular naturaleza, al 

tratarse de una figura impositiva que afecta a toda actividad económica con 

carácter general, e insistiendo en que dado el carácter universal y vocación censitaria 

del IAE, interpretado de forma literal, el contraste de cualquier tributo autonómico que 

grave una actividad económica con el IAE determinará que dicho tributo sea contrario al 

artículo 6.3 LOFCA». (STC 210/2012, FJ 6, y en el mismo sentido, el 

ATC 183/2016, FJ 5), de ahí que, en las resoluciones indicadas, el TC haya 

rechazado una interpretación literal del hecho imponible del IAE. Tal 

carácter universal y vocación censitaria del IAE se infiere de su hecho imponible, 

definido por la ley como el mero ejercicio, en territorio nacional, de actividades 

empresariales, profesionales o artísticas, se ejerzan o no en local determinado y se hallen o 

no especificadas en las tarifas del impuesto (art. 78.1 TF). Es decir, por un lado, el 

IAE pretende crear un registro o matrícula (censo) de todas las actividades 

económicas, recayendo incluso sobre las que no estén especificadas 

expresamente en su normativa reguladora (Real Decreto 

Legislativo 1175/1990); por otro, como ya constató la STC 168/2004, grava 

dichas actividades en razón de que son potencialmente generadoras de ingresos 

económicos para quienes las realizan, ingresos que se miden en función del beneficio medio 

presunto (FJ 8); la expresión mero ejercicio utilizada en la definición de su 

hecho imponible cobra sentido en cuanto que el IAE recae sobre el beneficio 

medio presunto �no real� de la actividad gravada (art. 85.1.4 TR). El sujeto 

pasivo del IAE es la persona física o jurídica o entidad a la que se refiere el 

artículo 35.4 LGT que realiza cualquiera de las actividades que originan el 

hecho imponible (art. 83 TR), sin que, al contrario de lo que sucede en el 

impuesto sobre instalaciones que incidan en el medio ambiente, se prevea 

regla alguna sobre su posible repercusión. El IAE se cuantifica mediante 

elementos fijos que deben concurrir en el momento del devengo del impuesto 

(art. 85.1.1 TR). El ya citado Real Decreto Legislativo 1175/1990 regula las 

tarifas, consistentes en cantidades monetarias por cada unidad del elemento 

fijo con el que se desarrolla cada tipo de actividad.; en concreto, la producción 

de energía, incardinada en el grupo 151 (producción, transporte y distribución de 

energía eléctrica), una relación de cuotas, aun fijada en pesetas, que se establece 
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en función del tipo de instalación que produce la energía [hidroeléctrica, 

termoeléctrica convencional, electronuclear o no especificada en epígrafes 

anteriores (energía solar, etc�)] y de la potencia instalada de los generadores, 

a razón de una cantidad por cada Kw de potencia instalada; ap5eciará, 

asimismo el TC que la forma de cuantificar el IAE es consecuente con la 

configuración de su hecho imponible, de manera que la capacidad económica 

sujeta a gravamen no es la renta real derivada de la actividad de producción, 

sino la renta potencial puesta de manifiesto por el ejercicio de una actividad 

económica, con independencia de sus resultados, pues grava el mero ejercicio; 

como ya afirmó, la STC 122/2012, FJ 6 las cuotas tributarias derivadas de aplicar 

las tarifas del impuesto se exigen en función de esa riqueza potencial que el legislador 

atribuye al ejercicio de una actividad económica durante un año natural; 

consiguientemente  las cuotas tributarias del IAE se determinan atendiendo 

a la diferente rentabilidad de cada forma de generación, en función de sus 

distintos costes; esto explica que la cuota más alta se establezca para la 

producción hidroeléctrica (0,721215 � por Kw instalado), seguida de la 

electronuclear (0,510860 � por Kw instalado), previéndose la cuota más baja 

para la termoeléctrica convencional, como fuente menos rentable (0,420708 

� por Kw instalado); la recaudación del IAE no está afectada a ningún fin 

específico, más allá de su genérico de tipo recaudatorio; en cambio, el 

elemento temporal presenta algún punto en común con el impuesto 

autonómico, pues el período impositivo del impuesto local es también el año 

natural, aunque con la particularidad de que se devenga íntegramente el 

primer día del mismo, salvo inicio o cese de la actividad durante el año, en 

cuyo caso se prorrateará por trimestres (art. 89 TR). Considerará para 

afrontar la cuestión de fondo, con con los antecedentes mencionados, resulta 

que ambos impuestos, autonómico y local, recaen sobre la actividad 

económica de producción de energía eléctrica, coincidiendo por tanto la 

materia imponible gravada, tal y como apreciaron las SSTC que han 

enjuiciado previamente el impuesto extremeño y el similar castellano-

manchego (SSTC 196/2012, 60/2013 y 22/2015); sin embargo, considerará 

el TC que en aplicación del nuevo parámetro del artículo 6.3 LOFCA, que 

exige un análisis más minucioso de los elementos configuradores de los 

tributos comparados, se pone de manifiesto que ambos divergen 

sustancialmente en la manera en que dicha riqueza o fuente de capacidad económica 

es sometida a gravamen [SSTC 210/2012, FJ 4, y 53/2014, FJ 3 a)]: en primer 

lugar, difiere el ámbito objetivo de cada impuesto, pues el IAE recae sobre 

cualquier forma de generación de electricidad, en atención a su finalidad 

censal y de gravamen de toda renta potencial derivada del ejercicio de una 

actividad económica; por el contrario, el impuesto sobre instalaciones que 
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incidan en el medio ambiente se revela en realidad como un impuesto sobre 

la generación de electricidad que emplea tecnologías que podríamos 

denominar como convencionales (fundamentalmente, nuclear, térmica e 

hidroeléctrica), frente a las que llamamos nuevas tecnologías (solar, eólica, 

biomasa y biogás) que, por su menor incidencia, alteración o riesgo de deterioro

para el medio ambiente, se declaran no sujetas al impuesto aquí examinado 

(art. 14 TR en conexión con el art. 12.1); (b) la forma de cuantificación de 

uno y otro tributo confirma la distinta ratio que los inspira; así, el IAE grava 

la renta presunta o potencial derivada del mero ejercicio de la actividad, en 

este caso, la capacidad teórica de generación de electricidad, con 

independencia de que se produzca efectivamente o no, esto es, sin atender al 

resultado real y efectivo de la actividad; en cambio, el impuesto sobre 

instalaciones que incidan en el medio ambiente grava la realización efectiva 

de la actividad de producción de electricidad, no de forma presunta sino 

real; consiguientemente, el IAE se calcula a partir de una unidad de 

capacidad, como es el Kw de potencia de los generadores, a diferencia del 

impuesto sobre instalaciones que incidan en el medio ambiente, que 

determina su base imponible mediante una unidad de producción, como es 

el Kw/h, es decir, la cantidad de energía necesaria para mantener 

funcionando un aparato de un kilovatio (potencia) durante una hora de 

tiempo; sostendrá el TC que como no se quiere gravar lo mismo, se escogen 

diferentes unidades de medida; por su parte observará el alto Tribunal que 

dado que el IAE grava una renta presunta, la cuota es positiva tanto si la 

central eléctrica está en funcionamiento como si no lo está, pues es su 

capacidad teórica de producción lo que tributa; por esto mismo, las cuotas 

que arrojan las tarifas del impuesto local serán las mismas año tras año, 

mientras no cambie la potencia instalada de la central y el sujeto pasivo siga 

dado de alta en la matrícula del impuesto (produzca más, menos o nada); en 

contraste con esta última afirmación del TC, las cantidades a satisfacer por 

el impuesto sobre instalaciones que incidan en el medio ambiente varían 

cada año, pues dependen de que haya producción y del volumen de esta 

(tomando una media móvil de los Kw/h generados en los tres últimos años); 

así, un examen de las actuaciones del proceso a quo, confirma que las cuotas 

abonadas por la recurrente han sido diferentes en cada ejercicio; apreciará el 

TC que esa diferencia entronca con el propósito de cada figura, pues, para 

un gravamen que recae sobre una renta presunta como el IAE, la producción 

real es indiferente; en cambio, no puede serlo para el impuesto sobre 

instalaciones que incidan en el medio ambiente, en línea con su propósito de 

gravar la incidencia, alteración o riesgo de deterioro para el medio ambiente, que 

cabe vincular con el funcionamiento efectivo de la central eléctrica; (c) el 
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distinto enfoque del IAE y el impuesto sobre instalaciones que incidan en el 

medio ambiente se corrobora si se examinan pormenorizadamente los 

importes de las cuotas previstas para cada uno de ellos, según el TC;. en el 

IAE tributan más las formas de producción más rentables (hidroeléctrica, 

nuclear y térmica, por este orden), como es propio de un impuesto sobre la 

renta presunta, en tanto que en el impuesto ahora enjuiciado las cuantías 

obedecen al mayor o menor impacto ambiental. (d) La recaudación del 

impuesto sobre instalaciones que incidan en el medio ambiente está afectada 

a programas de gasto en áreas medioambientales, lo que no sucede en el IAE 

(apuntará el TC que pese a que este no es más que uno de los varios indicios �y no 

precisamente el más importante� a tener en cuenta a la hora de calificar la verdadera 

naturaleza del tributo (por todas, STC 94/2017, FJ 8) en este caso es un rasgo 

que abunda sobre los ya indicados; (e) por último, también hay diferencias 

entre ambos impuestos, pues, si bien los dos tienen como período impositivo 

el del año natural, el devengo del IAE se produce al comienzo de este, 

prorrateándose por trimestres si la actividad se inicia o cesa a lo largo del 

año; prorrateo que pretende acomodar la cuota al período de mero ejercicio 

de la actividad, dado que, a menor tiempo de actividad, debe determinarse 

una renta presunta más reducida; sin embargo, en el impuesto autonómico 

no hay necesidad de hacer dicho ajuste proporcional, toda vez que este 

impuesto grava la producción real, que es lo relevante y no el tiempo de alta 

en la actividad, sostendrá el TC; en suma, la relación entre el impuesto sobre 

instalaciones que incidan en el medio ambiente y el IAE guarda notable 

parecido en términos de equiparación, según el TC  a la que el mismo tuvo 

ocasión de identificar entre el IAE y el impuesto sobre depósitos en entidades 

de crédito, tal y como así lo declaró en la STC 210/2012, FJ 6; en aquella 

ocasión, aplicando igualmente el nuevo artículo 6.3 LOFCA pudo constatar 

que si bien desde una perspectiva formal la configuración de los hechos imponibles del 

IAE y del impuesto sobre depósitos de las entidades de crédito puede parecer parcialmente 

coincidente, la comparación de todos los elementos esenciales de ambos tributos y, en 

particular, de los criterios de cuantificación de su deuda tributaria, demuestra que se trata 

de impuestos sustancialmente diferentes, cuyos hechos imponibles son también distintos»; 

la STC 210/2012 subrayaba que en el IAE se grava la mera actividad económica 

con independencia de su resultado, esto es, en el caso de las entidades financieras [sujetos 

pasivos del impuesto sobre depósitos bancarios], se capten o no depósitos y con independencia 

de su cuantía, pues la actividad económica se tiene en cuenta en abstracto, prescindiendo 

de sus resultados concretos y, por tanto, con independencia de que se perciba o no renta 

alguna. En coherencia con dicho hecho imponible, la configuración de la base imponible 

del IAE se remite a elementos objetivos desconectados de la capacidad económica real 

puesta de manifiesto por el concreto resultado de la misma», lo que, poniéndolo en 
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contraste con el impuesto, también extremeño, sobre depósitos de las 

entidades de crédito, la sentencia de referencia venía a señalar que «el examen 

conjunto del hecho y la base imponible permite concluir que lo que se sujeta a gravamen no 

es la mera actividad de captación o el mero ejercicio de una actividad crediticia, sino su 

resultado»; razonamiento que finalizó con la conclusión de que �se trata de tributos no 

coincidentes en los términos prohibidos por el artículo 6.3 LOFCA�» 

(STC 210/2012, FJ 6); al tiempo, señalará el TC cómo la STC 210/2012 

alcanzó la conclusión expuesta por la distinta manera en que el impuesto 

sobre depósitos bancarios y el IAE gravaban la actividad económica, sin 

entrar a valorar la existencia de posibles fines extrafiscales en el tributo 

autonómico; en el presente caso, hemos puesto de relieve las sustanciales 

diferencias que existen entre el impuesto sobre instalaciones que incidan en 

el medio ambiente y el IAE, a lo que habría que añadir, además y como 

factor complementario para destacar aquella diferenciación, el de la 

finalidad extrafiscal de protección del medio ambiente a la que tiende el 

tributo autonómico, que incluye una afectación específica de la recaudación 

obtenida por la exacción de este impuesto a los fines que recoge el 

artículo 12.3 TR, amén de los supuestos de no sujeción que también 

especifica el artículo 13; entederá ahora el TC, ex abundantia; al tener en 

cuenta el factor extrafiscal, que con mayor razón habrá de hacerlo cuando, 

a la diferente manera de gravar una actividad, se añaden los rasgos 

medioambientales del impuesto sobre instalaciones que incidan en el medio 

ambiente, puestos de relieve anteriormente; concluirá el TC que el Pleno ha 

llegado en su enjuiciamiento a una decisión distinta de la que fue adoptada 

por la STC 22/2015, en la medida en que ahora el artículo 6.3 LOFCA, en 

la redacción introducida por la Ley Orgánica 3/2009 es, igualmente, 

diferente al del anterior precepto. Tanto el «hecho imponible» como los 

demás elementos esenciales de los tributos contrastados marcan diferencias 

sustanciales, tal y como han sido puestas de relieve; además, a lo expuesto ha 

de añadirse, a mayor abundamiento de lo anterior, la constatada finalidad 

extrafiscal �protección del medioambiente� a la que se ha hecho referencia. 

En consecuencia, , con fundamento en lo hasta ahora razonado, se concluye, 

que los artículos 13 a), 17 y 19.2 TR de las disposiciones legales de la 

Comunidad Autónoma de Extremadura en materia de tributos propios, 

aprobado por Decreto Legislativo 2/2006, de 12 de diciembre, en la 

redacción aplicable al proceso a quo, no vulneran el artículo 6.3 LOFCA, 

tras su modificación operada por la Ley Orgánica 3/2009, de 18 de 

diciembre. En consecuencia, procede la desestimación de la presente cuestión 

de inconstitucionalidad.
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En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA 
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA, 

Ha decidido: Desestimar la presente cuestión de inconstitucionalidad núm. 
6412-2015.

Se formulan VVPP de Alfredo Montoya Melgar en relación con la Sentencia 
dictada en la cuestión de inconstitucionalidad núm. 6412-2015; así como del 
Magistrado don Ricardo Enríquez Sancho, al que se adhiere el Magistrado 
don Pedro José González-Trevijano Sánchez, en relación con la Sentencia 
dictada en la cuestión de inconstitucionalidad núm. 6412-2015 que, en 
atención a su extensión nos abstenemos de reseñar.

En este número continuamos con la reseña de la Jurisprudencia Constitucional 
de 2018. Se han consultado las SSTC publicadas en el BOE desde el 1 de noviembre 
de 2018 hasta el 25 de enero de 2019 (SSTC 103/2018 a 142/2018). Entre ellas, amén 
de la comentada in extenso, son reseñables las relacionadas a continuación, acompa-
ñadas de la nota resumen del propio BOE.

Sentencia 103/2018, de 4 de octubre de 2018. Recurso de 
inconstitucionalidad 4578-2017. Interpuesto por cincuenta 
diputados del Grupo Parlamentario Confederal de Unidos 
Podemos-En Comú Podem-En Marea en el Congreso de los 
Diputados, en relación con distintos apartados del artículo único 
de la Ley 2/2017, de 21 de junio, de modificación de la Ley 1/1996, de 
10 de enero, de asistencia jurídica gratuita (BOE de 1 de noviembre). 

Principio de igualdad, dignidad de la persona y libre desarrollo de la personalidad; 

derechos a la tutela judicial efectiva, al trabajo, a la negociación colectiva y a la libertad 

de empresa: constitucionalidad de los preceptos legales que imponen a los abogados la 

obligatoriedad de prestar el servicio de asistencia jurídica gratuita.

Sentencia 104/2018, de 4 de octubre de 2018. Cuestión de 
inconstitucionalidad 5228-2017. Planteada por la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 
Aragón respecto al artículo 31.2 de la Ley 8/2015, de 25 de marzo, 
de transparencia de la actividad pública y participación ciudadana 
de Aragón (BOE de 1 de noviembre).

Competencias sobre procedimiento administrativo: nulidad del precepto legal autonómico 

que establece el silencio positivo para las peticiones de acceso a la documentación 

administrativa. Voto particular. 
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Sentencia 105/2018, de 4 de octubre de 2018. Recurso de 
inconstitucionalidad 5333-2017. Interpuesto por el Presidente del 
Gobierno respecto del artículo 1 del Decreto-ley de la Generalitat 
de Cataluña 5/2017, de 1 de agosto, de medidas urgentes para la 
ordenación de los servicios de transporte de viajeros en vehículos 
de hasta nueve plazas (BOE de 1 de noviembre). 

Competencias sobre transportes: nulidad del precepto legal autonómico que regula la 

transmisión de autorizaciones de alquiler de vehículos de turismo con conductor

Sentencia 106/2018, de 4 de octubre de 2018. Recurso de 
inconstitucionalidad 5659-2017. Interpuesto por la Presidenta del 
Gobierno en funciones en relación con diversos preceptos de la 
Ley 2/2017, de 17 de febrero, de emergencia social de la vivienda de 
Extremadura. (BOE de 1 de noviembre).

Competencias en materia de vivienda, condiciones básicas de igualdad respecto del 

derecho de propiedad, legislación procesal y civil, ordenación del crédito y general de la 

economía, expropiación forzosa: nulidad de los preceptos legales autonómicos que regulan 

la expropiación forzosa del usufructo temporal de viviendas para personas en especiales 

circunstancias de emergencia social; interpretación conforme del precepto relativo al destino 

habitacional de la vivienda (SSTC 16/2018 y 32/2018).

Sentencia 107/2018, de 4 de octubre de 2018. Cuestión de 
inconstitucionalidad 532-2018. Planteada por la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 
Andalucía, con sede en Granada, respecto del artículo 6.1.3 de 
la Ley 2/1992, de 15 de junio, forestal de Andalucía. (BOE de 1 de 
noviembre).

Competencias sobre régimen jurídico de las administraciones públicas y procedimiento de 

deslinde: inadmisión de la cuestión de inconstitucionalidad por inadecuada realización del 

trámite de audiencia a las partes personadas en el proceso judicial.

Sentencia 108/2018, de 15 de octubre de 2018. Recurso de 
amparo 225-2018. Promovido por don Carmelo Báez Guillén 
en relación con la sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal 
Superior de Justicia de Canarias, con sede en Las Palmas de Gran 
Canaria, que declaró la procedencia de su despido de la empresa 
Seguridad Integral Canaria, S.A. (BOE de 20 de noviembre). 

Vulneración del derecho a la libertad sindical en relación con la libertad de expresión: 

STC 89/2018 (despido de un trabajador, miembro del comité de empresa, que asistió a 
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un pleno municipal portando una careta y una camiseta que exhibía un lema crítico con el 

comportamiento de la empresa y del ayuntamiento de Las Palmas de Gran Canaria y que 

posteriormente participó en la rueda de prensa en la que se anunció convocatoria de huelga.

Sentencia 109/2018, de 15 de octubre de 2018. Recurso de 
amparo 636-2018. Promovido por don Blas Manuel Artiles González 
en relación con la sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal 
Superior de Justicia de Canarias, con sede en Las Palmas de Gran 
Canaria, que declaró la procedencia de su despido de la empresa 
Seguridad Integral Canaria, S.A. (BOE de 20 de noviembre).

Vulneración del derecho a la libertad sindical en relación con la libertad de expresión: 

STC 89/2018 (despido de un trabajador, miembro del comité de empresa, que asistió a 

un pleno municipal portando una careta y una camiseta que exhibía un lema crítico con 

el comportamiento de la empresa y del ayuntamiento de Las Palmas de Gran Canaria y 

que posteriormente participó en la rueda de prensa en la que se anunció convocatoria de 

huelga).

Sentencia 110/2018, de 17 de octubre de 2018. Recurso de 
inconstitucionalidad 3865-2016. Interpuesto por el Gobierno de 
Canarias respecto del artículo 1, en conexión con el título VI, de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo 
común de las administraciones públicas. (BOE de 20 de noviembre).

Competencias sobre procedimiento administrativo: constitucionalidad de la exigencia 

de ley para el establecimiento de trámite procedimentales adicionales o distintos de los 

previstos en la norma básica estatal (STC 55/2018). Voto particular.

Sentencia 111/2018, de 17 de octubre de 2018. Recurso de 
amparo 4344-2017. Promovido por don Ignacio Álvarez Peralta y 
la asociación Plataforma por permisos iguales e intransferibles 
de nacimiento y adopción, en relación con las sentencias del 
Tribunal Superior de Justicia de Madrid y un Juzgado de lo Social 
y las resoluciones del Instituto Nacional de la Seguridad Social 
que desestimaron su petición de ampliación del permiso de 
paternidad. (BOE de 20 de noviembre).

Supuesta vulneración del derecho a la igualdad y a no sufrir discriminación por razón de 

sexo: resoluciones administrativas y judiciales que rechazan la equiparación en extensión 

temporal del permiso de paternidad con el correlativo de maternidad. Voto particular.
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Sentencia 112/2018, de 17 de octubre de 2018. Cuestión de 
inconstitucionalidad 95-2018. Planteada por el Juzgado de lo 
Contencioso-Administrativo núm. 1 de Logroño en relación con 
el apartado trigésimo del artículo único de la Ley 6/2014, de 7 
de abril, que modifica la disposición adicional novena del texto 
articulado de la Ley sobre tráfico, circulación de vehículos a 
motor y seguridad vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
339/1990, de 2 de marzo. (BOE de 20 de noviembre).

Sistema de responsabilidad patrimonial de las administraciones públicas: interpretación 

conforme con la Constitución del precepto legal que regula el régimen de responsabilidad en 

accidentes de tráfico por atropello de especies cinegéticas. Votos particulares.

Sentencia 113/2018, de 29 de octubre de 2018. Recurso de 
amparo 3648-2017. Promovido por don Hamadi Sedibeh en relación 
con las sentencias dictadas por la Sala de lo Penal del Tribunal 
Supremo y la Audiencia Provincial de Barcelona que le condenaron 
por un delito de tráfico de sustancias estupefacientes. (BOE de 6 
de diciembre).

Vulneración de los derechos a la defensa y a un proceso con todas las garantías: resoluciones 

judiciales que acuerdan, sin dar audiencia a las partes, el cumplimiento parcial de la pena 

de prisión y posterior expulsión del territorio nacional.

Sentencia 114/2018, de 29 de octubre de 2018. Recurso de amparo 
4487-2017. Promovido por don José Francisco Cabrera Vargas 
en relación con la sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal 
Superior de Justicia de Canarias, con sede en Las Palmas de Gran 
Canaria, que declaró la procedencia de su despido de la empresa 
Seguridad Integral Canaria, S.A.  (BOE de 6 de diciembre).

Vulneración del derecho a la libertad sindical en relación con la libertad de expresión: 

STC 89/2018 (despido de un trabajador, miembro del comité de empresa, que asistió a 

un pleno municipal portando una careta y una camiseta que exhibía un lema crítico con 

el comportamiento de la empresa y del ayuntamiento de Las Palmas de Gran Canaria y 

que posteriormente participó en la rueda de prensa en la que se anunció convocatoria de 

huelga).
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Sentencia 115/2018, de 29 de octubre de 2018. Recurso de 
amparo 4853-2017. Promovido por don César Cabrera Alejo 
en relación con la sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal 
Superior de Justicia de Canarias, con sede en Las Palmas de Gran 
Canaria, que declaró la procedencia de su despido de la empresa 
Seguridad Integral Canaria, S.A. (BOE de 6 de diciembre).

Vulneración del derecho a la libertad sindical en relación con la libertad de expresión: 

STC 89/2018 (despido de un trabajador que asistió a un pleno municipal portando una 

careta y una camiseta que exhibía un lema crítico con el comportamiento de la empresa y 

del ayuntamiento de Las Palmas de Gran Canaria y que posteriormente participó en la 

rueda de prensa en la que se anunció convocatoria de huelga).

Sentencia 116/2018, de 29 de octubre de 2018. Recurso de 
amparo 6017-2017. Promovido por don Cristo Manuel Navarro 
Casañas en relación con la sentencia de la Sala de lo Social del 
Tribunal Superior de Justicia de Canarias, con sede en Las Palmas 
de Gran Canaria, que declaró la procedencia de su despido de la 
empresa Seguridad Integral Canaria, S.A. (BOE de 6 de diciembre).

Vulneración del derecho a la libertad sindical en relación con la libertad de expresión: 

STC 89/2018 (despido de un trabajador que asistió a un pleno municipal portando una 

careta y una camiseta que exhibía un lema crítico con el comportamiento de la empresa y 

del ayuntamiento de Las Palmas de Gran Canaria y que posteriormente participó en la 

rueda de prensa en la que se anunció convocatoria de huelga).

Sentencia 117/2018, de 29 de octubre de 2018. Recurso de 
amparo 6299-2017. Promovido por don Javier Jambrina López y 
la asociación Plataforma por permisos iguales e intransferibles 
de nacimiento y adopción, respecto de las sentencias dictadas 
por el Tribunal Superior de Justicia de Madrid y un juzgado de 
lo social y las resoluciones del Instituto Nacional de la Seguridad 
Social que desestimaron su petición de ampliación del permiso de 
paternidad. (BOE de 6 de diciembre).

Supuesta vulneración del derecho a la igualdad y a no sufrir discriminación por razón 

de sexo: STC 111/2018 (resoluciones administrativas y judiciales que rechazan 

la equiparación en extensión temporal del permiso de paternidad con el correlativo de 

maternidad). Voto particular.
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Sentencia 118/2018, de 29 de octubre de 2018. Recurso de 
amparo 224-2018. Promovido por don Juan Francisco Díaz Gil 
en relación con la sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal 
Superior de Justicia de Canarias, con sede en Las Palmas de Gran 
Canaria, que declaró la procedencia de su despido de la empresa 
Seguridad Integral Canaria, S.A. (BOE de 6 de diciembre).

Vulneración del derecho a la libertad sindical en relación con la libertad de expresión: 

STC 89/2018 (despido de un trabajador, miembro del comité de empresa, que asistió a 

un pleno municipal portando una careta y una camiseta que exhibía un lema crítico con 

el comportamiento de la empresa y del ayuntamiento de Las Palmas de Gran Canaria y 

que posteriormente participó en la rueda de prensa en la que se anunció convocatoria de 

huelga).

Sentencia 119/2018, de 31 de octubre de 2018. Recurso de 
inconstitucionalidad 27-2013. Interpuesto por el Presidente del 
Gobierno en relación con diversos preceptos de la Ley 1/2012, de 26 
de marzo, para la protección de los derechos de los consumidores 
mediante el fomento de la transparencia en la contratación 
hipotecaria en la Comunidad de Madrid. (BOE de 6 de diciembre).

Competencias sobre protección al consumidor y ordenación del crédito: nulidad de los 

preceptos legales autonómicos relativos a la información previa a la oferta vinculante.

Sentencia 121/2018, de 31 de octubre de 2018. Cuestión de 
inconstitucionalidad 6031-2016. Planteada por la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, respecto 
del último inciso del artículo 18.2 a).1 de la Ley 20/2013, de 9 de 
diciembre de garantía de la unidad de mercado (BOE de 6 de 
diciembre).

Competencias sobre ordenación general de la economía: constitucionalidad del precepto 

legal que califica como actuaciones limitativas de las libertades de establecimiento y 

circulación las resoluciones administrativas que impongan requisitos discriminatorios 

basados directa o indirectamente en el lugar de residencia o establecimiento del operador 

(STC 79/2017)
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Sentencia 122/2018, de 31 de octubre de 2018. Recurso de 
inconstitucionalidad 4710-2017. Interpuesto por cincuenta 
diputados del Grupo Parlamentario Confederal de Unidos 
Podemos-En Comú Podem-En Marea en el Congreso de los 
Diputados con respecto a diversos preceptos de la Ley 3/2017, de 
27 de junio, de presupuestos generales del Estado para el año 2017 
(BOE de 6 de diciembre).

Límites materiales a las leyes de presupuestos: nulidad de la inclusión en la ley de 

presupuestos de los preceptos relativos a las limitaciones a la incorporación de personal 

laboral al sector público y a la exigencia de responsabilidades a las administraciones 

públicas y entidades dependientes por la utilización de la contratación laboral.

Sentencia 123/2018, de 12 de noviembre de 2018. Recurso de 
amparo 6331-2016. Promovido por don Francisco José Sánchez 
López en relación con la sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal 
Superior de Justicia de Madrid que declaró la improcedencia de su 
despido de Radio Televisión Madrid. (BOE 14 de diciembre).

Límites materiales a las leyes de presupuestos: nulidad de la inclusión en la ley de 

presupuestos de los preceptos relativos a las limitaciones a la incorporación de personal 

laboral al sector público y a la exigencia de responsabilidades a las administraciones 

públicas y entidades dependientes por la utilización de la contratación laboral.

Sentencia 124/2018, de 14 de noviembre de 2018. Conflicto entre 
órganos constitucionales 3102-2016. Promovido por el Congreso 
de los Diputados en relación con el rechazo de comparecencia 
urgente del Ministro de Defensa en funciones para informar sobre 
los asuntos tratados y los acuerdos adoptados en la reunión de 
ministros de defensa de la OTAN. (BOE 14 de diciembre).

Funciones parlamentarias: sometimiento del Gobierno en funciones al control del Congreso 

de los Diputados constituido tras la celebración de elecciones legislativas.

Sentencia 125/2018, de 26 de noviembre de 2018. Recurso de 
amparo 5988-2017. Promovido por doña Marta Menéndez Luque 
en relación con las sentencias dictadas por el Tribunal Superior de 
Justicia de Andalucía, con sede en Sevilla, y un Juzgado de lo Social 
de Cádiz en proceso por despido. (BOE de 24 de diciembre).

Vulneración del derecho al ejercicio de las funciones representativas: despido de una 

empresa pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía por absentismo en el que se 
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computan como no trabajadas las horas de asistencia a los plenos del ayuntamiento de 

Cádiz, a cuya corporación pertenece la trabajadora en calidad de concejala.

Sentencia 126/2018, de 26 de noviembre de 2018. Recurso de 
amparo 223-2018. Promovido por don Armide Ortega Afonso 
en relación con la sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal 
Superior de Justicia de Canarias, con sede en Las Palmas de Gran 
Canaria, que declaró la procedencia de su despido de la empresa 
Seguridad Integral Canaria, S.A. (BOE 24 de diciembre).

Vulneración del derecho a la libertad sindical en relación con la libertad de expresión: 

STC 89/2018 (despido de un trabajador, miembro del comité de empresa, que asistió a 

un pleno municipal portando una careta y una camiseta que exhibía un lema crítico con 

el comportamiento de la empresa y del ayuntamiento de Las Palmas de Gran Canaria y 

que posteriormente participó en la rueda de prensa en la que se anunció convocatoria de 

huelga).

Sentencia 127/2018, de 26 de noviembre de 2018. Recurso de 
amparo 226-2018. Promovido por don Gustavo Santos Valencia 
en relación con la sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal 
Superior de Justicia de Canarias, con sede en Las Palmas de Gran 
Canaria, que declaró la procedencia de su despido de la empresa 
Seguridad Integral Canaria, S.A. (BOE de 24 de diciembre).

Vulneración del derecho a la libertad sindical en relación con la libertad de expresión: 

STC 89/2018 (despido de un trabajador, miembro del comité de empresa, que asistió a 

un pleno municipal portando una careta y una camiseta que exhibía un lema crítico con 

el comportamiento de la empresa y del ayuntamiento de Las Palmas de Gran Canaria y 

que posteriormente participó en la rueda de prensa en la que se anunció convocatoria de 

huelga). 

Sentencia 128/2018, de 29 de noviembre de 2018. Cuestión 
de inconstitucionalidad 2860-2018. Planteada por la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 
Castilla-La Mancha respecto del artículo 86.3, párrafos segundo y 
tercero, de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la jurisdicción 
contencioso-administrativa. (BOE de 24 de diciembre).

Principios de seguridad jurídica e igualdad, derecho a la tutela judicial efectiva y alcance 

de la reserva de ley orgánica en la creación de secciones funcionales: constitucionalidad del 

modo de integración del órgano que, en los tribunales superiores de justicia, debe conocer 

del recurso de casación fundado en infracción de normas autonómicas. Votos particulares.
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Sentencia 129/2018, de 12 de diciembre de 2018. Recurso de 
amparo 637-2018. Promovido por doña Carme Forcadell Lluís y 
doña Anna Simó Castelló en relación con los autos de la Sala de 
lo Penal del Tribunal Supremo que declararon la competencia 
de este órgano jurisdiccional para la instrucción y en su caso el 
enjuiciamiento de las recurrentes, por los delitos de rebelión, 
sedición y malversación de caudales públicos. (BOE de 15 de enero 
de 2019).

Alegada vulneración de los derechos al recurso (doble instancia penal), al juez ordinario 

predeterminado por la ley y a un proceso con todas las garantías (imparcialidad judicial): 

inadmisión del recurso de amparo prematuramente planteado.

Sentencia 130/2018, de 12 de diciembre de 2018. Recurso de 
amparo 1440-2018. Promovido por doña Anna Gabriel Sabaté y 
doña Mireia Boya Busquet en relación con la providencia de la 
Sala de lo Penal del Tribunal Supremo que declaró la competencia 
de este órgano jurisdiccional para la instrucción y en su caso el 
enjuiciamiento de las recurrentes, por los delitos de rebelión, 
sedición, malversación de caudales públicos y desobediencia. 
(BOE de 15 de enero de 2019).

Alegada vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva, al juez ordinario 

predeterminado por la ley y a un proceso con todas las garantías (imparcialidad judicial): 

inadmisión del recurso de amparo prematuramente planteado.

Sentencia 131/2018, de 12 de diciembre de 2018. Recurso de 
amparo 3328-2018. Promovido por doña Mireia Boya Busquet y doña 
Anna Gabriel Sabaté en relación con el auto de la Sala de lo Penal 
del Tribunal Supremo que ratificó la competencia de este órgano 
jurisdiccional para la instrucción y en su caso el enjuiciamiento de 
las recurrentes, por los delitos de rebelión, sedición, malversación 
de caudales públicos y desobediencia. (BOE de 15 de enero de 2019). 

Alegada vulneración de los derechos al juez ordinario predeterminado por la ley y a un 

proceso con todas las garantías (imparcialidad judicial): inadmisión del recurso de amparo 

prematuramente planteado.
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Sentencia 132/2018, de 13 de diciembre de 2018. Recurso de 
inconstitucionalidad 3774-2016. Interpuesto por el Gobierno de la 
Generalitat de Cataluña en relación con diversos preceptos de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector público. 
(BOE de 15 de enero de 2019).

Competencias sobre régimen jurídico de las administraciones públicas, función pública 

y administración local: inconstitucionalidad de los plazos perentorios fijados para la 

producción de los efectos de la resolución de convenios. Voto particular.

Sentencia 133/2018, de 13 de diciembre de 2018. Recurso de 
amparo 4877-2017. Promovido por don Dionisio García Gómez 
frente a las conclusiones del dictamen de la comisión especial 
creada en las Cortes Valencianas para la investigación del 
accidente de la línea 1 de Metrovalencia, ocurrido el 3 de julio de 
2006. (BOE de 15 de enero de 2019).

Vulneración del derecho al honor: actuación de la comisión parlamentaria de investigación 

que no preserva el derecho del investigado a ser considerado y tratado como no autor o no 

partícipe en conductas ilícitas. Votos particulares.

Sentencia 135/2018, de 13 de diciembre de 2018. Cuestión 
de inconstitucionalidad 3377-2018. Planteada por la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo respecto del 
artículo 367.1 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial. (BOE de 15 de enero de 2019).

Principio de seguridad jurídica y reserva de ley orgánica en relación con la garantía 

de inamovilidad judicial: nulidad del precepto legal que no precisa las consecuencias 

derivadas de la carencia de aptitud en los jueces y magistrados suspensos que pretendan 

reingresar al servicio activo; extensión por conexión de la declaración de nulidad.

Sentencia 136/2018, de 13 de diciembre de 2018. Impugnación de 
disposiciones autonómicas 4039-2018. Formulada por el Gobierno 
de la Nación en relación con los apartados 1 a 5 de la moción 5/XII 
del Parlamento de Cataluña, sobre la normativa del Parlamento 
anulada y suspendida por el Tribunal Constitucional, aprobada en 
la sesión de 5 de julio de 2018. (BOE de 15 de enero de 2019).

Soberanía y unidad de la nación, principio democrático y primacía incondicional de 

la Constitución, lealtad constitucional y fidelidad a la Constitución; procedimiento 
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de reforma constitucional: nulidad de los apartados de la moción parlamentaria que 

contravienen la STC 259/2015.

Sentencia 137/2018, de 13 de diciembre de 2018. Recurso de 
inconstitucionalidad 4449-2018. Interpuesto por el Presidente 
del Gobierno respecto del artículo 14.1 u) de la Ley de las Cortes 
de Aragón 10/2017, de 30 de noviembre, de régimen especial del 
municipio de Zaragoza como capital de Aragón (BOE de 15 de 
enero de 2019).

Competencias en materia de régimen local: nulidad del precepto legal autonómico que 

contraviene la normativa básica estatal y priva al pleno de la corporación de su potestad 

para expresar la voluntad del ayuntamiento en relación con el gobierno de las sociedades 

mercantiles cuyo capital pertenezca íntegramente al municipio de Zaragoza.

Sentencia 138/2018, de 17 de diciembre de 2018. Recurso de 
amparo 275-2018. Promovido por don Raúl Sánchez Siles y la 
asociación Plataforma por permisos iguales e intransferibles 
de nacimiento y adopción, respecto de las sentencias dictadas 
por el Tribunal Superior de Justicia de Madrid y un Juzgado de 
lo Social y las resoluciones del Instituto Nacional de la Seguridad 
Social que desestimaron su petición de ampliación del permiso de 
paternidad. (BOE de 25 de enero de 2019).

Supuesta vulneración del derecho a la igualdad y a no sufrir discriminación por razón 

de sexo: STC 111/2018 (resoluciones administrativas y judiciales que rechazan 

la equiparación en extensión temporal del permiso de paternidad con el correlativo de 

maternidad). Voto particular.

Sentencia 139/2018, de 17 de diciembre de 2018. Recurso de 
amparo 729-2018. Promovido por ochenta y un diputados del Grupo 
Parlamentario Socialista del Congreso respecto de los acuerdos 
de la mesa de la cámara que impidiendo la toma en consideración 
de una proposición de ley sobre modificación de la regulación de 
la unidad de convivencia en determinadas situaciones, a efectos 
del acceso y mantenimiento en el percibo de las pensiones de la 
Seguridad Social en su modalidad no contributiva. (BOE de 25 de 
enero de 2019).

Vulneración del derecho al ejercicio de las funciones representativas, en relación con 

el derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos públicos por medio de sus 

representantes: incorrecta realización de la función de calificación de la iniciativa 
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parlamentaria que se sustenta sobre apreciaciones hipotéticas, sin contrastar su impacto 

real y efectivo sobre los presupuestos generales del Estado vigentes (SSTC 34/2018 y 

44/2018; véase comentario en el núm. 102).

Sentencia 140/2018, de 20 de diciembre de 2018. Recurso de 
inconstitucionalidad 3754-2014. Interpuesto por más de cincuenta 
diputados del Grupo Parlamentario Socialista en el Congreso 
frente a la Ley Orgánica 1/2014, de 13 de marzo, de modificación de 
la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, relativa a 
la jurisdicción universal. (BOE de 25 de enero de 2019).

Principios de seguridad jurídica e interdicción de la arbitrariedad, interpretación de los 

derechos fundamentales conforme a los tratados y acuerdos internacionales, derechos de 

igualdad y a la tutela judicial efectiva (acceso a la justicia): constitucionalidad de la ley 

orgánica que da nueva regulación a la competencia de la jurisdicción española para la 

represión penal extraterritorial de ciertos delitos. Voto particular.

Sentencia 141/2018, de 20 de diciembre de 2018. Recurso de 
inconstitucionalidad 3410-2017. Interpuesto por la Defensora del 
Pueblo respecto de la disposición adicional vigésima primera 
de la Ley del Parlamento de Cataluña 4/2017, de 28 de marzo, de 
presupuestos de la Generalitat de Cataluña para el año 2017.  (BOE 
de 25 de enero de 2019).

Límites materiales de las leyes de presupuestos: constitucionalidad de la disposición legal 

autonómica que atribuye al Plan Serra Húnter la condición de instrumento prioritario de 

reposición de efectivos en las universidades públicas catalanas y establece la no afectación 

de sus convocatorias al cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria.

Sentencia 142/2018, de 20 de diciembre de 2018. Recurso de 
inconstitucionalidad 5284-2017. Interpuesto por el Presidente del 
Gobierno respecto de la Ley 15/2017, de 25 de julio, de la Agencia de 
Ciberseguridad de Cataluña.  (BOE de 25 de enero de 2019).

Competencias en materia de telecomunicaciones, defensa y seguridad pública: nulidad 

parcial de los preceptos legales autonómicos relativos a las funciones de la Agencia de 

Ciberseguridad de Cataluña; interpretación conforme del precepto legal que define como 

objetivo de la Agencia la ejecución de las políticas públicas en materia de ciberseguridad.

Con este número cerramos el comentario de SSTC correspondiente a 2018.


